ACUMULACIÓN DE PRETENSIONES – Indebida acumulación – Marco jurídico

La Sala prevé que la legislación colombiana, ha consagrado la posibilidad para el demandante de acumular en una misma demanda varias pretensiones en contra del demandado. Lo anterior, en razón al contenido de los principios de economía procesal, celeridad y eficacia, ya que resulta conveniente resolver con un solo proceso el máximo de pretensiones que un demandante pueda tener. Es así pues, como la Ley 446 de 1998 en su artículo 7º, al modificar el artículo 154 del Código Contencioso Administrativo vigente para la época de los hechos, consagró que en todos los procesos contenciosos administrativos procederá la acumulación de pretensiones en la forma establecida en el artículo 82 del Código de Procedimiento Civil. (…) Conclusión de lo anterior, para la Sala es evidente que al momento de presentarse una demanda no sólo debe tenerse en cuenta que ésta cumpla con los requisitos establecidos en el artículo 82 del Código de Procedimiento Civil, sino que también debe preverse la modalidad de acumulación de pretensiones acogida por el actor y, por supuesto, que estas estén debidamente fundamentadas.

ACUMULACIÓN DE PRETENSIONES – Fallo inhibitorio

No se podrán acumular pretensiones que de manera exclusiva le correspondan a un tribunal administrativo, por ejemplo, en única instancia, con asuntos, así se relacionen, de competencia del Consejo de Estado; al acumularse las pretensiones, estas deben formularse con una lógica tal que determinada petición no sea la negación de la otra, salvo como se propongan como principales y otras como subsidiarias; y por último, no podrán acumularse, por ejemplo, pretensiones propias de la acción electoral con las de restablecimiento del derecho, acciones estas que por ley se tramitan por senderos procesales diversos. (…) Ahora bien, es importante para la Sala antes de abordar el caso en concreto, establecer cuál es la consecuencia jurídica de acumular indebidamente las pretensiones demandadas. Para el efecto, el ordenamiento jurídico, ha establecido diferentes figuras dentro de las cuales se halla “el fallo inhibitorio”, en relación con el cual no se podría estudiar de fondo el asunto a resolver.

ACUMULACIÓN DE PRETENSIONES – Acceso a la administración de justicia – Principio de prevalencia del derecho sustancial sobre el formal
Se puede observar que en el asunto sub examine, el actor propuso en el libelo introductorio pretensiones principales y subsidiarias, las cuales una vez analizadas, evidentemente denotan una clara inconsistencia y diferencias entre ellas, pues las principales versan sobre el enriquecimiento sin justa causa a favor de la entidad demandada, y las subsidiarias por su parte, persiguen la declaratoria de existencia de unos contratos estatales entre la parte demandante y el municipio de Apartadó (Antioquia) lo que claramente se debería discutir en el plano de una acción contractual. Pese a lo anterior y en aras de salvaguardar y proteger el principio constitucional de acceso a la administración de justicia y dando prevalencia al derecho sustancial sobre el formal, (…) la jurisprudencia ha considerado, al momento de evaluar medidas legislativas que impactan en el acceso a la justicia, parámetros de razonabilidad tales como los siguientes: (i) si la limitación persigue una finalidad acorde con el ordenamiento constitucional, (ii) si la medida evaluada resulta adecuada para cumplir el fin estimado y (iii) si hay proporcionalidad en esa relación, esto es, que la medida no se revele como manifiestamente innecesaria o claramente desproporcionada. 

EXCESO RITUAL MANIFIESTO – Noción

La noción de ‘exceso ritual manifiesto’, para significar que las autoridades judiciales incurren en situación de exceso cuando conciben las normas procesales como un obstáculo para el acceso material y efectivo a la administración de justicia y comprenden las formas procesales como fines en sí mismo – desconociendo su valor instrumental – lo que implica, según las circunstancias, una renuncia consciente a la verdad objetiva en el proceso. Y se “entiende que ello tiene lugar cuando el operador judicial da prevalencia a lecturas estrechas y formales de las reglas procedimentales despreciando en su interpretación el valor jurídico (en tanto interpretación adecuadora y correctiva) de los principios convencionales y constitucionales al debido proceso y las garantías judiciales que informan la actuación judicial en todo momento”.

REPARACIÓN DIRECTA – Caducidad de la acción – Marco normativo

La caducidad de la acción de reparación directa se encuentra establecida en el numeral 8° del artículo 136 del C.C.A., donde dispone que ésta “caducará al vencimiento del plazo de dos (2) años, contados a partir del día siguiente del acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente del inmueble de propiedad ajena por causa de trabajo público o por cualquiera otra causa”, sin perjuicio que, bajo ciertas circunstancias, se contabilice a partir del día siguiente al conocimiento del hecho dañoso por la víctima, si lo fue en fecha posterior. La caducidad no se suspende, salvo la excepción consagrada en la Ley 446 de 1998 y el artículo 21 de la Ley 640 de 2001, y sólo se interrumpe, de acuerdo con el artículo 143 del Código Contencioso Administrativo, con la presentación de la demanda que cumpla los requisitos y formalidades previstas en el Código. De encontrarse probada debe ser declarada de oficio por el juez.
ACTIO IN REM VERSO – Elementos de configuración

[…] (i) que fue exclusivamente la entidad pública, sin participación y sin culpa del particular afectado, la que en virtud de su supremacía, de su autoridad o de su imperium constriñó o impuso al respectivo particular la ejecución de prestaciones o el suministro de bienes o servicios en su beneficio, por fuera del marco de un contrato estatal o con prescindencia del mismo; (ii) en los que es urgente y necesario adquirir bienes, solicitar servicios, suministros, ordenar obras con el fin de prestar un servicio para evitar una amenaza o una lesión inminente e irreversible al derecho a la salud y (iii) en los que debiéndose legalmente declarar una situación de urgencia manifiesta, la administración omite tal declaratoria y procede a solicitar la ejecución de obras, prestación de servicios y suministro de bienes, sin contrato escrito alguno, en los casos en que esta exigencia imperativa del legislador no esté excepcionada conforme a lo dispuesto en el artículo 41 inciso 4º de la Ley 80 de 1993.
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Contenido: Descriptor: Revoca la sentencia de primera instancia que declaró probada la excepción de caducidad de la acción y en su lugar se niegan las pretensiones de la demanda. Restrictor: Indebida acumulación de pretensiones, función de interpretación integral de la demanda y acceso a la administración de justicia - Legitimación en la causa – Caducidad - acervo probatorio - solución del caso concreto – no se ajusta a las excepciones de la actio in rem verso.
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia del 24 de noviembre de 2011, proferida por el Tribunal Contencioso Administrativo de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, mediante la cual se resolvió declarar la caducidad de la acción.
I. ANTECEDENTES

1. La demanda

1.1.- El 29 de agosto de 2006
, el señor Alejandro Decastro González actuando en nombre propio, presentó demanda de reparación directa contra el municipio de Apartadó (Antioquia), solicitando que se hicieran las siguientes declaraciones y condenas:

“(…) PRINCIPALES
1º Se DECLARE probado el enriquecimiento injusto o sin causa del municipio de Apartadó a costa de los servicios profesionales de abogado prestados en favor de sus intereses por el Dr. ALEJANDRO DECASTRO GONZALEZ en los procesos de reparación directa adelantados en contra del municipio por ALBA MERY PALACIOS y otros, y ALCIDES LOZANO DE LA ROSA y otros, radicados en el Tribunal Administrativo de Antioquia con los Números 960.105 y 960.112, respectivamente.

2º Se CONDENE al municipio de Apartadó (Ant.) (sic) a pagar al abogado ALEJANDRO DECASTRO GONZALEZ la suma de (…) ($498.431.254) por concepto de indemnización de perjuicios derivada del enriquecimiento injusto o sin causa originado en la prestación de servicios profesionales de abogado en beneficio de los intereses del municipio de Apartadó, dentro de los procesos acumulados de reparación directa incoados en contra del municipio (…).

3º Se ORDENE la actualización de las sumas de dinero (…).

4º Se condene a pagar los intereses moratorios que por Ley proceden.

5º Costas, gastos y agencias en derecho. 

SUBSIDIARIAS

1º Se DECLARE la existencia de dos contratos de prestación de servicios profesionales de abogado celebrados entre el municipio de Apartadó y el abogado ALEJANDRO DECASTRO GONZALEZ, el primero para asistir al municipio en el proceso de reparación directa donde aparece como demandante ALBA MERY PALACIOS y otros (…); y el segundo donde aparece como demandante ALCIDES LOZANO DE LA ROSA y otros (…) ambos tramitados en el H. Tribunal Administrativo de Antioquia.

2º Que por incumplimiento de la entidad pública demandada se DECLARE la terminación de los dos contratos de prestación de servicios profesionales de abogado referidos en el punto anterior celebrados.

3º Se CONDENE  al municipio de Apartadó a pagar a ALEJANDRO DECASTRO GONZALEZ la suma que equivalga en pesos a (…) (113.677) salarios mínimos mensuales legales vigentes a la fecha del pago efectivo de la sentencia.

4º Que por razones de equilibrio contractual se CONDENE al Municipio de Apartadó a pagar la suma en pesos equivalente al DIEZ POR CIENTO (10%) de la totalidad del valor de los dos contratos de prestación de servicios profesionales (que asciende a 157.507 Salarios Mínimos Mensuales Legales Vigentes) (…) originado en la CLAUSULA PENAL PECUNIARIA prevista en los dos contratos de prestación de servicios profesionales ya referidos.

5º Se CONDENE al Municipio de Apartadó a pagar la suma de CIEN (100) salarios mínimos mensuales legales por concepto de perjuicios morales originados en el grave, injustificado, constante y deliberado incumplimiento de dos contratos de prestación de servicios profesionales de abogado mencionados en estas pretensiones.

6º Se CONDENE al Municipio de Apartadó a pagar los intereses legales moratorios correspondientes a las sumas dejadas de pagar oportunamente (…).

7º Se ORDENE  la actualización de las sumas de dinero (…).

8º Se condene a pagar los intereses moratorios que por Ley Proceden.

9º Costas, gastos y agencias en derecho.”

1.2.- La parte actora como fundamento de sus pretensiones expuso los hechos que se sintetizan a continuación:

1.2.1.- Refirió el demandante que el 9 de agosto de 1996 el Secretario de Gobierno del municipio de Apartadó, le remitió un fax donde informaba que “no acusamos recibo de la documentación necesaria para la legalización del contrato”, razón por la cual el 22 del mismo mes y año en calidad de apoderado de dicho municipio remitió a la alcaldía un modelo de poder vía fax para que, conforme al mismo, otorgaran el documento necesario para representar al municipio en la acción de reparación directa instaurada por Alba Mery Palacios García y otros, con radicado 960.105-4, proceso conocido popularmente como “La masacre de La Chinita”. Así pues, ese mismo día la Alcaldesa de Apartadó confirió poder amplio y suficiente al señor Alejandro Decastro González para representar los intereses del poderdante en el proceso de reparación directa ya referido.

1.2.2.- Así las cosas, indicó que el 22 de agosto de 1996 firmó con la alcaldesa del municipio de Apartadó, el contrato No.002 cuyo objeto era la asistencia jurídica para dicho municipio en el referido proceso de reparación directa instaurado por Alba Mery Palacios y otros, en el cual se pactaron los emolumentos a percibir por contestación de la demanda, periodo probatorio, alegatos y apelación de sentencia.

1.2.3.- Como consecuencia de lo anterior, el 8 de octubre de 1996 el apoderado gestionó una póliza de cumplimiento, y el 11 del mismo mes y año envió un informe de gestión para que se procediera al perfeccionamiento del contrato. Luego, mediante oficio No. 03667 de 20 de noviembre de 1996 envió al Secretario de Gobierno del Municipio de Apartadó el contrato para que este último lo firmara.

1.2.4.- En su relato, manifestó el señor Alejandro Decastro González que en el transcurso del año de 1996, nuevas personas demandaron en acción de reparación directa al municipio de Apartadó, fungiendo como demandante el señor Alcides Lozano de la Rosa y otros bajo el radicado No. 960.112-2, motivo por el cual el apoderado del municipio (nuestro demandante) remitió a la alcaldesa una cotización de honorarios profesionales para actuar nuevamente como apoderado en este nuevo proceso. Sin embargo, solo hasta el año de 1997 se plasmó en un documento con membrete de la Administración Municipal el acuerdo al que habían llegado las partes para que el señor Decastro asumiera la defensa del municipio en la demanda de reparación directa instaurada por el señor Alcides Lozano de la Rosa y otros; como consecuencia de ello el 7 de octubre de 1997 se suscribió la póliza única de seguro de cumplimiento y el 29 de enero de 1997 el Secretario de Gobierno remitió el poder de representación.

1.2.5.- Resaltó, que hasta la fecha el municipio de Apartadó le canceló el equivalente a 43.83 SMLMV contratados como honorarios en los dos contratos de prestación de servicios, por lo que restadas las sumas pagadas, a la fecha de le adeuda el equivalente en pesos a 113.677 SMLMV como retribución justa de sus servicios como abogado. 

1.2.6.- Respecto a sus actuaciones como apoderado del municipio de Apartadó, hizo un detalle pormenorizado de todas las diligencias que adelantó dentro de los procesos de reparación directa incoados por Alba Nery Palacios García y otros, y, por Alcides Lozano de la Rosa y otros.

1.2.7.- Finalmente, sobre los hechos relativos al cobro y pago de honorarios, el actor refirió que el 19 de febrero de 1996 envió a la alcaldesa de Apartadó un memorial en el que le exponía sus inconformidades por la falta de pago de los honorarios pactados, luego durante el año 2003 empezó a requerir a la administración municipal mediante llamadas telefónicas y escritos para que le fueran canceladas las cuotas correspondientes a dos contratos de prestación de servicios profesionales. Sin embargo, en vista de que la alcaldía no resolvía sobre las solicitudes, el 13 de enero, 15 de marzo, 19 de julio de 2004 y 11 de julio de 2005 se enviaron sendos derechos de petición, últimos dos que fueron contestados por la alcaldía municipal indicando que no existía compromiso ninguno de pagar al señor Alejandro Decastro González.

2. Actuación procesal en primera instancia

2.1.- El 29 de septiembre de 2006
-
, admitida la demanda por el Tribunal Administrativo de Antioquia - Sala Segunda de Decisión
 y notificada la parte demandada, el asunto se fijó en lista y la accionada presentó contestación por escrito de 4 de junio de 2007
, oponiéndose a las pretensiones y alegando en su defensa lo siguiente:

2.2.- Sostuvo, que los contratos referidos por el accionante, cuyo objeto era la representación judicial del Municipio de Apartadó en acciones de reparación directa ante el Tribunal Administrativo de Antioquia, no se perfeccionaron, comoquiera que, con respecto al contrato No. 002 de 22 de agosto de 1996 nunca se llegó a un acuerdo sobre el precio y tampoco se expidieron el certificado de disponibilidad presupuestal, el registro presupuestal y no fue aprobada la garantía única. Adicionalmente, el documento referido por el demandante como “contrato de prestación de servicios profesionales” ni siquiera fue suscrito por el representante legal del municipio.

2.3.- Refirió, que era claro que en el documento suscrito el 22 de agosto de 1996 con la alcaldesa del municipio, nunca existió acuerdo alguno sobre el valor del mismo, plazo, monto de garantía, multas y clausula penal, razón por la que nunca quedó perfeccionado el contrato. Expresó, que pese a su condición de abogado, el señor Alejandro Decastro González contestó las demandas sin la existencia de contrato de prestación de servicios, es decir, actuando por su propia cuenta y riesgo.

2.4.- Finalmente, propuso como excepciones las de: (i) caducidad de la acción; (ii) inexistencia de la obligación; (iii) culpa del actor; (iv) desproporcionalidad “injustificación” (sic) de las pretensiones; (v) pago; (vi) compensación y (vii) inepta demanda.

2.5.- Después de decretar y practicar pruebas
, mediante auto de 20 de octubre de 2008 se corrió traslado a las partes y al Ministerio Público para que alegaran de conclusión
, oportunidad que fue aprovechada por ambas partes, reiterando respectivamente lo expuesto en el escrito de demanda y la contestación de la misma
.

3. Sentencia de primera instancia
En providencia del 24 de noviembre de 2011, el Tribunal Contencioso Administrativo de San Andrés, Providencia y Santa Catalina resolvió declarar probada la excepción de caducidad de la acción, con base en los siguientes argumentos
: 
“(…) 

En efecto, en el escrito de demanda de dice “…Durante el año 2003 he venido requiriendo a la administración Municipal de Apartadó –mediante llamadas telefónicas y escritos-  para que me sean canceladas las cuotas de honorarios profesionales correspondientes a dos contratos de prestación de servicios profesionales suscritos con el Municipio…”[
]. No obstante, la demanda fue interpuesta ante el Tribunal de Antioquia en el año 2006, es decir, superado ampliamente el término de dos años para ejercer la acción de reparación directa en contra del Municipio al considerar que éste se había enriquecido sin causa, pues recibió un servicio por el cual no pagó.

Ahora bien, en gracia de discusión, si el término de caducidad de la acción se computa el término desde la fecha en el que el demandante afirma que el Municipio le dio respuesta a un derecho de petición que presentó en el año 2004, encuentra la Sala que, la contestación a dicha petición firmada por el Alcalde de Apartadó donde manifestó que la Entidad no tenía compromiso alguna para con el señor Alejandro Decastro, es de fecha 12 de agosto de 2004, mientras la demanda fue radicada el 29 de agosto de 2006; luego, se concluye sin mayores elucubraciones que la acción de reparación directa se halla caducada.

Llama la atención de la Sala que, un profesional del derecho prestase sus servicios a una Entidad del Estado sin atender las formalidades que consagra el ordenamiento jurídico en materia de contratación pública, es decir, siendo consistente que su actuación profesional no cuenta con fundamento jurídico, ara luego aprovecharse de su propia culpa. 

(…)”      

4. Recurso de apelación y actuación en segunda instancia. 

4.1.- Contra lo así resuelto y estando dentro del término legal para hacerlo, la parte demandante interpuso recurso de apelación
, en la cual solicitó revocar el fallo de primera instancia, y por lo tanto se accediera a las pretensiones de la demanda.

4.2.- La base central de su inconformidad, radicó en que era un hecho probado que para el año 2005 el municipio de Apartadó aún se beneficiaba de la representación legal que ejercía el abogado en su nombre, pues el poder otorgado se encontraba vigente y el mandato aún se ejecutaba con la responsabilidad debida, tanto así que se entregaron alegatos de conclusión dentro del proceso de reparación directa, motivo por el cual para esa fecha aún no había comenzado a contabilizarse el término de caducidad.

4.3.- Sostuvo, que el computo de la caducidad debió contabilizarse a partir del momento en que el municipio de Apartadó relevó de sus obligaciones profesionales al abogado Alejandro Decastro González nombrando a otro apoderado para el caso, lo cual ocurrió en el año 2006. Adicionalmente, manifestó que el a quo pasó por alto el hecho de que el termino de caducidad se interrumpió con la presentación de la solicitud de conciliación prejudicial realizada ante el Ministerio Público el 18 de julio de 2006.

4.4.- Por auto de 6 de agosto de 2012
, se admitió el recurso de apelación presentado por la parte demandante, y luego, por auto del 27 del mismo mes y año se corrió traslado a las partes para que alegaran de conclusión y al Ministerio Público para que rindiera concepto; oportunidad que no fue aprovechada por ninguna de las partes.

II.  CONSIDERACIONES

Para resolver lo pertinente, la Sala, retomando la problemática jurídica propuesta por el actor en el presente asunto, precisará el alcance de los conceptos adoptados como ratio decidendi para sustentar su decisión así: 1) Indebida acumulación de pretensiones, función de interpretación integral de la demanda y acceso a la administración de justicia; 2) Legitimación en la causa; 3) Caducidad; 4) acervo probatorio y 5) solución del caso concreto. 

1. Indebida acumulación de pretensiones, función de interpretación integral de la demanda y acceso a la administración de justicia.
1.1.- En cuanto a la acumulación de pretensiones, la Sala prevé que la legislación colombiana, ha consagrado la posibilidad para el demandante de acumular en una misma demanda varias pretensiones en contra del demandado. Lo anterior, en  razón al contenido de los principios de economía procesal, celeridad y eficacia, ya que resulta conveniente resolver con un solo proceso el máximo de pretensiones que un demandante pueda tener. Es así pues, como la Ley 446 de 1998 en su artículo 7º, al modificar el artículo 154 del Código Contencioso Administrativo vigente para la época de los hechos, consagró que en todos los procesos contenciosos administrativos procederá la acumulación de pretensiones en la forma establecida en el artículo 82 del Código de Procedimiento Civil,  que reza: 

“ARTÍCULO 82. Acumulación de pretensiones. El demandante podrá acumular en una misma demanda varias pretensiones contra el demandado, aunque no sean conexas, siempre que concurran los siguientes requisitos:

1. Que el juez sea competente para conocer de todas; sin embargo, podrán acumularse pretensiones de menor cuantía a otras de mayor cuantía.

2. Que las pretensiones no se excluyan entre sí, salvo que se propongan como principales y subsidiarias.

3. Que todas puedan tramitarse por el mismo procedimiento.

 (…)” Negrilla fuera del texto

1.2.- En atención a los requisitos referidos por el artículo en cita, la Sala considera tener en cuenta que, en principio, no se podrán acumular pretensiones que de manera exclusiva le correspondan a un tribunal administrativo, por ejemplo, en única instancia, con asuntos, así se relacionen, de competencia del Consejo de Estado; al acumularse las pretensiones, estas deben formularse con una lógica tal que determinada petición no sea la negación de la otra, salvo como se propongan como principales y otras como subsidiarias; y por último, no podrán acumularse, por ejemplo, pretensiones propias de la acción electoral con las de restablecimiento del derecho, acciones estas que por ley se tramitan por senderos procesales diversos
.

1.3.- Aunado a lo anterior, se debe tener en cuenta que en la acción de reparación directa es procedente la acumulación condicional de pretensiones, puesto que la prosperidad de la condena al pago de perjuicios, depende de que prospere la pretensión que persigue la declaratoria de responsabilidad
.

1.4.- De igual forma, las pretensiones se deben fundamentar desde el punto de vista jurídico, independientemente de la acción que se está invocando, puesto que se deben proporcionar al juez las razones en derecho de sus pretensiones, lo que podría facilitarle la ubicación conceptual de las pretensiones para efectos de análisis decisorios. 

1.5.- Conclusión de lo anterior, para la Sala es evidente que al momento de presentarse una demanda no sólo debe tenerse en cuenta que ésta cumpla con los requisitos establecidos en el artículo 82 del Código de Procedimiento Civil, sino que también  debe preverse la modalidad de acumulación de pretensiones acogida por el actor y, por supuesto, que estas estén debidamente fundamentadas. 

1.6.- Ahora bien, es importante para la Sala antes de abordar el caso en concreto, establecer cuál es la consecuencia jurídica de acumular indebidamente las pretensiones demandadas. Para el efecto, el ordenamiento jurídico, ha establecido diferentes figuras dentro de las cuales se halla  “el fallo inhibitorio”, en relación con el cual no se podría estudiar de fondo el asunto a resolver.

1.7.- Así las cosas, se puede observar que en el asunto sub examine, el actor propuso en el libelo introductorio pretensiones principales y subsidiarias, las cuales una vez analizadas, evidentemente denotan una clara inconsistencia y diferencias entre ellas, pues las principales versan sobre el enriquecimiento sin justa causa a favor de la entidad demandada, y las subsidiarias por su parte, persiguen la declaratoria de existencia de unos contratos estatales entre la parte demandante y el municipio de Apartadó (Antioquia) lo que claramente se debería discutir en el plano de una acción contractual.

1.8.- Pese a lo anterior y en aras de salvaguardar y proteger el principio constitucional de acceso a la administración de justicia y dando prevalencia al derecho sustancial sobre el formal, ya en anteriores ocasiones ésta Subsección había tenido la oportunidad de señalar al respecto:
“Por averiguado se tiene que es deber del juez, en el marco de su autonomía funcional y siendo garante del acceso efectivo a la administración de justicia, interpretar de manera integral, y como un todo, el escrito de demanda
 extrayendo el verdadero sentido y alcance de la protección judicial deprecada por quien acude a la jurisdicción.

Así, corresponde a la judicatura adentrarse en el estudio de los extremos fácticos que circunscriben la causa petendi y los razonamientos jurídicos de manera armónica con lo pretendido, de modo tal que más que aferrarse a la literalidad de los términos expuestos interesa desentrañar el sentido del problema litigioso puesto a su consideración
, eso sí, sin desquiciar los ejes basilares de la misma demanda”
.

1.9.- Siguiendo el criterio jurisprudencial de esta Sección
, se sabe que a fin de extraer los contenidos normativos que emanan de las normas procesales, debe considerarse la teleología objetiva que persiguen, que no es otra que concretar, en el marco de un cuerpo bien formado de instancias, recursos y procedimientos, los derechos de toda persona a acceder a una protección judicial, ejercer la defensa de sus derechos e intereses, a que se resuelvan los litigios en un plazo razonable, de manera célere, imparcial y motivada y a la garantía de ejecución de la decisión, completa, integral y sin demora.  
1.10.- A este planteamiento se llega si se considera que el derecho en cuestión presenta la naturaleza de principio
, siendo claro e inobjetable mandato de optimización en donde su contenido normativo debe ser garantizado en la mayor medida de las circunstancias fácticas y jurídicas posibles
. De ahí que a la autoridad normativa, en sedes de creación y aplicación, corresponda abordar una interpretación conforme a los estándares convencionales y constitucionales sobre las garantías judiciales al momento de concretar el contenido normativo de la legislación o de las resoluciones judiciales, para que las mismas consulten criterios de razonabilidad y proporcionalidad.

1.11.- A la luz de la Convención Americana de Derechos Humanos las garantías judiciales recogidas en el artículo 8.1 CADH protegen los elementos básicos del debido proceso legal
 y, entre otras de las posiciones allí aseguradas, se encuentra el derecho de toda persona a ser oída, lo que entraña un auténtico derecho de acceso a la justicia que involucra “asegurar el acceso al órgano competente para que determine el derecho que se reclama en apego a las debidas garantías procesales”
 [en su faceta formal o procedimental] y “que el Estado garantice que la decisión que se produzca a través del procedimiento satisfaga el fin para el cual fue concebido. Esto último no significa que siempre deba ser acogido sino que se debe garantizar su capacidad para producir el resultado para el que fue concebido”
 [faceta material], al tiempo que la jurisprudencia constitucional ha replicado similar entendimiento el enfatizar que la efectividad de la tutela judicial “no se circunscribe a la existencia de mecanismos nominales para poner en marcha la administración de justicia, sino que exige un esfuerzo institucional para restablecer el orden jurídico y garantizar la prevalencia del derecho sustancial”

1.12.- Lo anterior significa que en el marco de todos los procedimientos, jurisdiccionales o no, que se adelanten por las autoridades estatales es deber indiscutible la preservación de las garantías procesales, de orden material, que permitan, en la mayor medida de las posibilidades, la defensa de las posiciones jurídicas de quienes se han involucrado en uno de tales procedimientos
. 

1.13.- En razón a ello la jurisprudencia ha considerado, al momento de evaluar medidas legislativas que impactan en el acceso a la justicia, parámetros de razonabilidad tales como los siguientes: (i) si la limitación persigue una finalidad acorde con el ordenamiento constitucional, (ii) si la medida evaluada resulta adecuada para cumplir el fin estimado y (iii) si hay proporcionalidad en esa relación, esto es, que la medida no se revele como manifiestamente innecesaria o claramente desproporcionada
. Estándares a los que no es ajeno el Juez por cuanto se tiene averiguado que,

 “ya es un lugar común sostener que el Juez Administrativo no es un mero ejecutor formal de las normas legales sino que en razón al rol funcional que desempeña dentro del Estado Social de Derecho, es su obligación, antes que nada, ser garante de la corrección constitucional en la interpretación y aplicación de las normas legales, al igual que  ejercer ex oficio, el control de convencionalidad que se le impone en razón a la fuerza vinculante de los tratados de Derechos Humanos y su doctrina.”  

1.14.- De ahí la noción de ‘exceso ritual manifiesto’, para significar que las autoridades judiciales incurren en situación de exceso cuando conciben las normas procesales como un obstáculo para el acceso material y efectivo a la administración de justicia y comprenden las formas procesales como fines en sí mismo – desconociendo su valor instrumental – lo que implica, según las circunstancias, una renuncia consciente a la verdad objetiva en el proceso
. Y se “entiende que ello tiene lugar cuando el operador judicial da prevalencia a lecturas estrechas y formales de las reglas procedimentales despreciando en su interpretación el valor jurídico (en tanto interpretación adecuadora y correctiva) de los principios convencionales y constitucionales al debido proceso y las garantías judiciales que informan la actuación judicial en todo momento”
. 

1.15.- Entonces, resulta bien entendido que la vinculatoriedad del marco de legalidad procesal previsto por el legislador está determinado por la conformidad sustantiva a los derechos de acceso a la justicia y las garantías judiciales tutelados en el orden constitucional y convencional. A la autoridad judicial compete interpretar y armonizar adecuadamente ambos contenidos normativos en el contexto de las causas puestas a su conocimiento.

1.16.- Luego, sí lo que ocurre en un determinado asunto es que en su función de interpretación integral de la demanda el juez se percata de la existencia de la acumulación indebida de pretensiones, debe en ejercicio de su autoridad respetando los intereses y derechos de las partes del proceso, velar para que el asunto por el cual se demanda pueda resolverse de fondo y evitar a toda costa inhibirse para fallar.

1.17.- Ahora bien, de acuerdo con lo anterior y haciendo un análisis ponderado y armónico del libelo introductorio, encuentra la sala que lo pretendido por el actor a lo largo del escrito es la declaración del enriquecimiento sin justa causa por parte del municipio de Apartadó como consecuencia de la defensa judicial que el señor Alejandro Decastro González hiciera de dicha entidad dentro de unos procesos de reparación directa donde esta era la parte demandada, situación que se deduce claramente de los fundamentos de hecho y de derecho de la demanda, de la forma en cómo se realizó el conteo de la caducidad, es decir, de la acción de reparación directa y en ultimas de la motivación expresada a folio 244 del cuaderno sobre la acción procedente, entre otras. Razón por la cual la Sala se limitará a resolver las pretensiones principales concernientes a la actio de in rem verso.

2. Legitimación en la causa 

La legitimación en la causa es la “calidad subjetiva reconocida a las partes en relación con el interés sustancial que se discute en el proceso”
, o en otras palabras, la legitimación en la causa consiste en la identidad de las personas que figuran como sujetos (por activa o por pasiva) de la pretensión procesal, con las personas a las cuales la ley otorga el derecho para postular determinadas pretensiones. Así, es evidente que cuando la legitimación en la causa falte en el demandante o en el demandado, la sentencia debe ser desestimatoria de las pretensiones. 

En el caso concreto, comparece al proceso obrando en nombre propio y en calidad de demandante, el señor Alejandro Decastro González quien en su condición se encuentra legitimado en la causa por activa, comoquiera que fue quien prestó los servicios de defensa judicial al municipio de Apartadó, y que en este estadio solicita le sean reconocidos.
Por la otra parte, la demanda fue dirigida contra el Municipio de Apartadó (Antioquia), entidad a quien el señor Alejandro Decastro González, según la demanda, prestó sus servicios profesionales en el área del derecho, los cuales no le han sido reconocidos, motivo por el cual se encuentra legitimada en la causa por pasiva.

3. Caducidad

3.1.- Respecto a este punto, encuentra la Sala que constituye el motivo de inconformidad planteado en el recurso de apelación, toda vez que la sentencia de primera instancia declaró probada la excepción de caducidad de la acción propuesta por la entidad demandada, razón por la cual se procederá a resolver lo propio. 
3.2.- La caducidad es concebida como un instituto que, con fundamento constitucional, garantiza el ejercicio del derecho de acceso a la justicia en términos razonables. Es una manifestación del principio de seguridad jurídica, de prevalencia del interés general y se le puede caracterizar como figura de orden público, innegociable e irrenunciable, en tanto presupuesto que habilita el ejercicio de ciertas acciones judiciales, dada su naturaleza temporal o perentoria.

3.3.- La caducidad de la acción de reparación directa se encuentra establecida en el numeral 8° del artículo 136 del C.C.A., donde dispone que ésta “caducará al vencimiento del plazo de dos (2) años, contados a partir del día siguiente del acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente del inmueble de propiedad ajena por causa de trabajo público o por cualquiera otra causa”, sin perjuicio que, bajo ciertas circunstancias, se contabilice a partir del día siguiente al conocimiento del hecho dañoso por la víctima, si lo fue en fecha posterior
.

3.4.- La caducidad no se suspende, salvo la excepción consagrada en la Ley 446 de 1998 y el artículo 21 de la Ley 640 de 2001
, y sólo se interrumpe, de acuerdo con el artículo 143 del Código Contencioso Administrativo, con la presentación de la demanda que cumpla los requisitos y formalidades previstas en el Código
. De encontrarse probada debe ser declarada de oficio por el juez
.

3.5.- En el caso concreto, observa la Sala que la prestación del servicio profesional de asesoría legal ofrecido por el demandante al municipio de Apartadó es de aquellos considerados de tracto sucesivo, es decir, que se prolongan en el tiempo, aunado a que el señor Alejandro Decastro González tuvo conocimiento de la negativa por parte del municipio de Apartadó de reconocer cualquier vínculo con el señor Alejandro Decastro González, a partir del oficio No. 2291 de 12 de agosto de 2004, es decir que en principio se tenía plazo para demandar en acción de reparación directa hasta el 13 de agosto de 2006, sin embargo, antes del vencimiento del término de caducidad, esto es, el 18 de julio de 2006 (faltando 36 días para cumplirse), la parte actora presentó solicitud de conciliación prejudicial ante el Ministerio Público, que tuvo lugar el 23 de agosto de 2006, fecha en la cual se declaró fracasada por falta de ánimo conciliatorio de la entidad demandada. Razón por la cual el cómputo se reanudó a partir del 24 de agosto de 2006 hasta el 28 de septiembre de 2006, y como la demanda se presentó el 29 de agosto de esa anualidad, esta se interpuso en tiempo.
4. Acervo probatorio

La Sala valorará integralmente el acervo probatorio incorporado al expediente a los fines de determinar los hechos y las consideraciones de fondo del litigio, inclusive aquellos documentos en copia simple introducidos por los sujetos procesales, conforme al precedente de la Sala Plena de la Sección Tercera
.

- Copia del contrato de prestación de servicios No. 002 de 22 de agosto de 1996, celebrado entre el municipio de Apartadó representado por la alcaldesa y el señor Alejandro Decastro González, del cual se extrae lo siguiente: (Fols. 1 a 3 c1)
“(…) 

OBJETO: ASISTENCIA JURÍDICA AL MUNICIPIO DE APARTADÓ EN PROCESO ORDINARIO DE REPOSICIÓN (SIC) DIRECTA INSTAURADO POR ALBA MERY PALACIOS Y OTROS.

PLAZO: 12 MESES

VALOR: DIEZ MILLONES DE PESOS

Entre los suscritos (…) hemos convenido en celebrar un contrato de prestación de servicios profesionales que se regulará por la Cláusulas que a continuación se expresan (…): 

PRIMERA: OBJETO: El abogado de manera independiente, es decir, sin que exista subordinación jurídica, utilizando sus propios medios, prestará la siguiente asistencia jurídica: Contestación de la demanda, asistencia de la práctica de prueba, incluye: presentación de alegatos de conclusión, interposición y sustentación de apelación ante el Tribunal Administrativo en el evento de un fallo desfavorable a los intereses del municipio.

SEGUNDA: HONORARIOS: El municipio de Apartadó, pagará al Abogado por concepto de Honorarios Profesionales (…) la suma de 103 salarios mínimos legales vigentes a la fecha de pago, que se cancelarán de la siguiente manera:

10.3 Salarios mínimos legales vigentes a la presentación de la demanda (…)

10.0 (…) dentro del período probatorio.

20.0 (…) al momento de alegar de conclusión.

30.0 (…) cuando se absuelva al Municipio en primera instancia o cuando se interponga y se sustente (…) el recurso de apelación, en el evento de un fallo condenatorio.

(…)

QUINTA: DURACIÓN: El presente contrato tendrá una duración de doce (12) meses, contados entre el 22 de agosto de 1996 y el 22 de agosto de 1997.

(…)

DECIMANOVENA: PERFECCIONAMIENTO: El presente contrato se perfecciona cuando se logre acuerdo sobre el objeto y la contraprestación y se suscriba este documento por las partes.

Para la ejecución requiere de la aprobación de la garantía y la existencia de disponibilidad presupuestal correspondiente.

(…)” Subrayado fuera del texto original

- Copia de un documento denominado contrato de prestación de servicios, sin especificar número, con fecha de suscripción solo año 1997, solo firmado por el señor Alejandro Decastro González, por un valor de $15.000.000., plazo de 12 meses y con el objeto de “Asistencia jurídica al municipio de Apartadó en proceso de reparación directa instaurado por Alcides Lozano de la Rosa y otros”. (Fols. 4 a 7 c1)

- Copia del oficio de 2 de mayo de 1997, por medio del cual la alcaldesa de Apartadó, puso en conocimiento del señor Alejandro Decastro González, lo siguiente: (Fols. 12 a 16 c1)

“(…)

Todo esto para indicar que el auxilio que usted no (sic) has brindado, está lejos de menosprecio, por el contrario, a través de sus informes nos reafirmamos en el criterio de selección que nos llevará a relacionarnos contractualmente.

(…)

Más compleja la situación se torna cuando se trata de restaurar un estado de cosas por detectarse en ellas errores, imprecisiones o inconsistencias.  

Es precisamente lo que ocurre con el contrato de prestación de servicios profesionales Nro. 002, suscrito con usted, cuyo objeto es la representación judicial del municipio ante el Tribunal Administrativo en el proceso de reparación directa instaurado por Alba Mery Palacios y otros.

Sujeto a revisión jurídica, como parte de la rutina de control previo (de legalidad) de la actividad contractual, en el documento que lo contiene se descubrió lo siguiente:

1) En la cláusula segunda, estipulación de honorarios. Se establece el pago por concepto de honorarios al abogado, en una suma determinada en salarios mínimos legales vigentes a la fecha de pago: 103 en total.

Seguidamente se concreta su forma de pago en cuotas acordes con el agotamiento de las diferentes etapas del proceso, en fechas indeterminadas.

(…)

En la cláusula comentada se aprecian las siguientes incongruencias: 

a) El monto total de los honorarios que se pagarán por el servicio no corresponden a la cuantía del contrato señalada en la referencia, en la garantía y en la cláusula penal.  

(…)

2) La cláusula séptima. Garantía. Las inconsistencias en la definición de la cuantía y honorarios afecta el cumplimiento de la garantía.

(…)

3) Cláusula novena. Cláusula penal. Como en el evento anterior deviene una incongruencia, toda vez que el 10% fijado no corresponde al 10% del valor del contrato, o se antoja imprecisa su estimación.

(…)

Doctor Decastro, en oportunidades anteriores, telefónicamente, la administración le dio a conocer las dificultades que surgieron del examen del contrato, las consecuencias que podría soportar las (sic) administración frente al control fiscal que ejerce la Contraloría, lo que necesariamente hacía imposible, antes de subsanarlos, proceder al pago reclamado.

(…)

Con todo, se pretendía una formula (sic) que nos permitiera corresponderle, respondiendo a su excelente labor en la representación judicial del municipio en las demandas respectivas.

La oportunidad es propicia para comunicarle, que, por fuera de las irregularidades contenidas en el contrato, se deriva una situación presupuestaria, por cuanto comprometió dicho contrato el presupuesto de la vigencia anterior.

(…)

Ahora bien, consideramos necesario, por lo expuesto, introducir variaciones al contrato que con arreglo al régimen de contratación pública y al estatuto básico fiscal para Apartadó, puede ser a través de un acuerdo entre las partes, sobre los puntos señalados en esta respuesta.

Precisada la solución, el acuerdo y su formalización no requerirá de mucho tiempo, su anuencia desatará la solución en un término no superior a ocho días. Para el efecto, comunicada su posición, se levantará un acta de acuerdo que incluya las modificaciones y el lleno de los requisitos.

(…)  

Depurara el contrato es asunto que conviene a todos, y de ahí en adelante será oportuno el pago, inmediato como prueba de la buena voluntad de la administración municipal de Apartadó, que reconoce su labor pero que enfrenta dificultades poco a poco superadas con la colaboración afable de personas como usted.”  

- Copia del oficio de 20 de noviembre de 1996, por medio del cual el Secretario de Gobierno municipal de Apartadó, remite al señor Alejandro Decastro el contrato de prestación de servicios profesionales No. 002 de asistencia jurídica al municipio de Apartadó en proceso de reparación directa instaurado por Alba Mery Palacios y otros, con un plazo de 12 meses y un valor de $10.000.000., para que sea firmado por el abogado. Solicitando además que una vez sea firmado se devuelva el original y tres copias. (Fol. 18 c1)

- Copia del poder otorgado el 22 de agosto de 1996, por la alcaldesa de Apartadó al señor Alejandro Decastro González para que representara al citado municipio dentro de la acción de reparación directa instaurada por la señora Alba Mery Palacios García y otros. (Fol. 35 c1) 

- Copia del memorial de 8 de marzo de 1999 dirigido al Tribunal Administrativo de Antioquia, mediante el cual el señor Alejandro Decastro González designa como auxiliar al señor Wilson Mesa Casas, con nota de recibido el 9 de marzo de 1999. (Fol. 36 c1)

- Copia de dos oficios sin fecha y sin sello de recibido, mediante los cuales el señor Alejandro Decastro González rinde informe a la Asesora Jurídica de Apartadó y al alcalde, de su gestión en los procesos y solicita documentos para la defensa del municipio. (Fols. 39 a 45 c1)

- Copia de memorial de 19 de febrero de 1996 por medio del cual el señor Alejandro Decastro González pone en conocimiento de la alcaldesa de Apartadó, que debe viajar a Bogotá para la práctica de pruebas comisionadas por el Tribunal Administrativo de Antioquia dentro del proceso de reparación directa de Alba Nery García y otros, así mismo trasmite su preocupación por la falta de pagos de honorarios; Finalmente con relación a la demanda instaurada por Alcides Lozano de la rosa y otros manifiesta que ha venido insistiendo en la formalización contractual sin encontrar resultados positivos. (Fols. 69 a 70 c1) 

- Copia del oficio de fecha 3 de febrero de 1997, mediante el cual el señor Alejandro Decastro González le hace saber al Secretario de Gobierno de Apartadó, que sólo recibió el poder emanado del alcalde de dicho municipio pero no copia autentica de su posesión como alcalde encargado, documento que es indispensable para representar al municipio en la acción de reparación directa iniciada por el señor Alcides Lozano de la Rosa y otros. (Fol. 60 c1)

- Copia del oficio de 13 de mayo de 1997, mediante el cual el señor Alejandro Decastro González le informa a la alcaldesa de Apartadó que recibió el envío de dos fax y adicionalmente lo siguiente, le expone sobre su preocupación por la falta de consenso para ajustar los problemas del contrato No. 002 de 1996, el pago de honorarios y que a la fecha no se le había remitido por parte de la entidad el contrato de prestación de servicios para representar al municipio en la demanda instaurada por el señor Alcides Lozano de la Rosa, toda vez que constituía una demanda diferente y ya se habían adelantado gestiones en ese proceso. (Fols. 49 a 58 c1)

- Copia del oficio de 30 de mayo de 1997, mediante el cual el señor Alejandro Decastro González le manifiesta a la alcaldesa de Apartadó que no ha recibido el formato único de hoja de vida ni el contrato de servicios profesionales para la asistencia del proceso administrativo en el que es demandante el señor Alcides Lozano de la Rosa y otros. (Fols. 49 a 50 c1)

- Copia del oficio de 18 de junio de 1997, mediante el cual la alcaldesa de Apartadó remite al señor Alejandro Decastro González lo siguiente: “…Acta de acuerdo para pago del Contrato de prestación de servicios 002 y formulario único de hoja de vida. Una vez firmados se sirva devolverlos al lugar de origen, para elaborar cuenta de cobro”. (Fol. 71 c1)

- Copia del fax del “Acta de acuerdo contrato de prestación de servicios Nro. 002”, sin firmar, en el que se establece de común acuerdo la interpretación y las modificaciones pertinentes al contrato de prestación de servicios profesionales Nro. 002, de modo que queden satisfechos los inconvenientes de dicho contrato. (Fols. 72 y 73 c1) 

- Copia del oficio de 26 de junio de 1997, mediante el cual el demandante informa a la alcaldía de Apartadó en qué estado se encuentra el proceso de Alba Palacios para efectos de la próxima cuenta de cobro, y adicionalmente reitera que le sea enviado el contrato para la representación del municipio en el proceso de reparación directa iniciado por el señor Alcides de la Rosa y otros, puesto a que a esa fecha no se había formalizado la relación contractual. (Fol. 46 c1)

- Copia del oficio fechado 4 de julio de 1997, mediante el cual el señor Alejandro Decastro González le informa a la alcaldesa de Apartadó, que le adjunta la constancia de afiliación al I.S.S., de la vigencia de la póliza que aseguró el contrato de prestación de servicios y le insiste sobre el envío del contrato donde aparece como demandante Alcides Lozano de la Rosa y otros, comoquiera que a esa fecha no se había formalizado “ningún elemento de la relación contractual”. (Fol. 45 c1)

- Copia del oficio fechado 23 de octubre de 1997, en el que el señor Alejandro Decastro González presenta un informe a la alcaldesa de Apartadó sobre sus gestiones en los procesos de reparación directa instaurados por Alba Mery Palacio y otros, y, Alcides Lozano de la Rosa y otros. (Fols. 74 a 76 c1)

- Copia de los alegatos de conclusión presentados el 11 de agosto de 2003, por el señor Alejandro Decastro González ante el Tribunal Administrativo de Antioquia, dentro de la acción de reparación directa instaurada por Alba Mery Palacios y otros. (Fols. 80 a 86 c1)

- Póliza única de seguro de cumplimiento de fecha 20 de octubre de 1997, tomada por el señor Alejandro Decastro de González en favor del municipio de Apartadó, con el objeto de “Asistencia jurídica del municipio de Apartadó en proceso de reparación directa instaurado por Alcides Lozano de la Rosa y otros.”. (Fols. 87 a 89 c1)

- Copia de una contestación de demanda de fecha 17 de septiembre de 1996 (sin nota o sello de recibido ante el Tribunal Administrativo de Antioquia) presentada por el señor Alejandro Decastro González dentro del proceso de reparación directa instaurado por Alba Mery Palacios y otros. (Fols. 80 a 86 c1)

- Solicitud de acumulación de los procesos de reparación directa en los que actuaban como demandantes la señora Alba Mery Palacios y otros, y, Alcides Lozano de la Rosa y otros; presentada el 28 de febrero de 1997 ante el Tribunal Administrativo de Antioquia por el señor Alejandro Decastro González. (Fols. 103 a 105 c1)

- Copia del auto de 17 de abril de 1997, mediante el cual el Tribunal Administrativo de Antioquia resolvió decretar la acumulación de los procesos con radicados Nos. 960.112 al 960.105. (Fols. 109 a 110 c1)

- Copia del extracto de cuenta UPAC, período 1 de octubre a 31 de diciembre de 1997, titular Alejandro Decastro González, en donde aparece una consignación en cheque por parte del municipio de Apartado el 13 de diciembre de 1997 por valor de $4.049.995.00. (Fols. 118 a 119 c1)

- Copia del extracto de cuenta UPAC (Banco Colmena), período 1 de julio a 30 de septiembre de 1997, titular Alejandro Decastro González, en donde aparece una consignación en cheque por parte del municipio de Apartado el 29 de julio de 1997 por valor de $3.491.701,50. (Fol. 120 c1)

- Copia del oficio de 13 de enero de 2004, mediante el cual el señor Alejandro Decastro González solicitó al alcalde Apartadó, la cancelación de los honorarios causados con ocasión de la defensa del municipio dentro de las acciones de reparaciones instauradas contra dicha entidad por la masacre de “La Chinita”. (Fol. 124 c1)

- Copia del oficio de 15 de marzo de 2004, mediante el cual el señor Alejandro Decastro González le informa a la Jefe Jurídica del municipio de Apartadó todas las gestiones realizadas con ocasión de dos contratos suscritos con dicha entidad para la defensa jurídica del municipio, para luego solicitar la cancelación de los honorarios adeudados. (Fol. 127 c1)

- Copia de un derecho de petición sin fecha ni constancia de recibido, instaurado por el señor Alejandro Decastro González ante el alcalde de Apartadó para que le sean cancelados los honorarios profesionales causados con ocasión de dos contratos suscritos con dicha entidad para la defensa jurídica de la misma. (Fols. 130 a 132 c1)

- Copia del recurso de apelación de 11 de abril de 2005, presentado por el señor Alejandro Decastro González ante el Tribunal Administrativo de Antioquia dentro del proceso de reparación directa (acumulado) instaurado por la señora Alba Palacios García y otros, y Alcides Lozano de la Rosa y otros. (Fols, 133 a 141 c1)

- Respuesta de 12 de agosto de 2004, emanada de la alcaldía de Apartadó a un derecho de petición instaurado por el señor Alejandro Decastro González, en el que le hace saber lo siguiente: (Fols. 145 a 146 c1)

“(…)

1. Con relación al contrato de la demanda de Reparación Directa del señor ALCIDES LOZANO DE LA ROSA Y OTROS, supuestamente suscrito con usted por esta administración, me permito informarle que en el archivo del Municipio de Apartadó no existe copia de dicho contrato, el único registro que tenemos de dicha actuación es la presentada por usted, la cual una vez analizada se encuentra que:

· Dicho contrato no tiene número

· No está firmado por el Contratante o sea por la doctora Gloria Isabel Cuartas Montoya, Alcaldesa Municipal en esa fecha

· En la cláusula Quinta – DURACIÓN – presenta espacios en blanco, lo que da entender que no hay fecha de duración del contrato

· No tiene constancia de la fecha en que se suscribió

2. En cuanto al acta de acuerdo del contrato de prestación de servicios profesionales Nº 002

· No está firmada por las partes, por lo que obviamente esta administración no se encuentra comprometida

· En la cláusula décima cuarta del mismo –IMPUTACIÓN PRESUPUESTAL- no aparece ningún rubro presupuestal, lo que indica que no existía presupuesto para ello

Lo que da entender que no existe compromiso por parte de la administración municipal para con usted por las razones antes anotadas, adicionalmente se observa por la fecha de los contratos que se anexan que frente a los mismos opera el fenómeno de la caducidad administrativa para cualquier tipo de reclamación”.  

- Acta de audiencia de conciliación prejudicial de 23 de agosto de 2006 ante la Procuraduría 32 Judicial II Administrativa de Medellín, la cual se declaró fallida. (Fol. 148 c1)

- Constancia expedida por la Procuraduría 32 Judicial II Administrativa de Medellín, en la que se consignó que el señor Alejandro Decastro González el día 18 de julio de 2006 solicitó audiencia de conciliación, la cual se celebró el 23 de agosto de la misma anualidad, declarándose fallida. (Fol. 349 c1)

- Testimonio rendido por el señor Javier Botero Martínez el 13 de mayo de 2008, en donde expuso, entre otras cosas, que el señor Alejandro Decastro González tuvo la representación del municipio de Apartadó en un proceso contencioso administrativo en donde dicha municipalidad era parte demandada por los hechos conocidos como masacre de “La chinita”, sin embargo la administración desconoció la relación profesional y no canceló los honorarios correspondientes al profesional del derecho. Sostuvo, que nunca tuvo acceso a los documentos relativos a la representación que ejerció el señor Decastro, pero si recordaba los muchos comentarios sueltos y desprevenidos que el señor Alejandro Decastro hacía cuando le ofrecieron el negocio; refirió así mismo que tenía una amistad desde hacía 15 años con el señor Decastro y que por lo tanto sabía de sus preocupaciones y angustias por el no pago de los honorarios. (Fols. 309 a 312 c1)

- Testimonio de 14 de mayo de 2008, rendido por el señor Alejandro Decastro González, quien manifestó en su declaración, entre otras cosas, que el comportamiento del municipio de Apartadó le hacía inferir buena fe, toda vez que hubo correspondencia cruzada, se envió el contrato con membrete, oficios solicitando pólizas, razón por la cual había una confianza legítima de que se estaba en presencia de una relación contractual. Así mismo, manifestó que hubo dos pagos de honorarios consignados a su cuenta bancaria por parte de la alcaldía de Apartadó en cabeza de la señora Gloria Cuartas, pero su sorpresa fue ver que el alcalde posterior hubiese manifestado 7 años después que no había ninguna relación contractual y que por lo tanto no se podía efectuar pago alguno. (Fols. 320 a 323 c1)

- Testimonio de 14 de mayo de 2008, rendido por la señora Adriana Ofelia Ramorez Atehortúa, quien manifestó desempeñarse en agosto de 2006 como sustanciadora de la Procuraduría 32 Judicial II Administrativa, y que en ejercicio de su cargo le constó que el señor Alejandro Decastro González y el municipio de Apartadó celebraron una audiencia de conciliación para tratar de que este último le pagara los honorarios al señor Decastro por la defensa que había hecho de esa entidad territorial. (Fols. 326 a 327 c1)

- Testimonio rendido por la señora Claudia Elena López el 8 de septiembre de 2008, quien refirió en su declaración entre otras cosas que el señor Alejandro Decastro González en varias ocasiones derechos de petición al municipio de Apartadó, solicitando el pago de honorarios en virtud de un supuesto contrato suscrito con la alcaldesa de dicha municipalidad, sin embargo en el archivo de la entidad territorial no se encontró ningún contrato firmado y perfeccionado entre las partes, motivo por el cual se negó su petición. (Fols. 468 a 471 c1)

5. El caso concreto 

5.1.- En el caso de autos la Sala observa que la situación fáctica planteada por el demandante refiere la prestación de servicios profesionales de defensa judicial al municipio de Apartadó dentro de unos procesos de reparación directa que se iniciaron en los años 1996 y 1997 en contra de dicha entidad, por los hechos conocidos como la “masacre de la chinita”.

5.2.- Las pretensiones principales impetradas en el libelo introductorio y los hechos narrados por la parte actora sostienen que ésta prestó los servicios profesionales de defensa judicial cuyo reconocimiento y pago se solicita, comoquiera que se desplegó toda una actividad para defender los intereses del municipio dentro de las acciones de reparaciones que cursaban en su contra, actividades que comprendieron contestaciones de demanda, solicitud de acumulación de procesos, alegatos de conclusión, presentación de pruebas e interposición de un recurso de apelación. Sin embargo, aseveró que el referido municipio no canceló la totalidad de los honorarios pactados en el contrato No. 002 de 1996 y en el contrato sin número y con solo fecha 1997 (que solo fue firmado por el señor Alejandro Decastro González).

5.3.- Afirmó, que pese a los múltiples requerimientos efectuados a la administración municipal para que se le cancelaran los honorarios causados, ésta siempre contestó con evasivas y negativas que produjeron un desmedro en su patrimonio y en cambio sí un enriquecimiento sin justa causa por parte del municipio de Apartadó, razón por la cual acudió por vía de reparación directa para que le sean reconocidos los dineros que no le fueron cancelados.

5.4.- Ahora bien, en pronunciamiento del 19 de noviembre de 2012
, esta Corporación teniendo en cuenta que sobre el tema abordado existía multiplicidad de enfoques y a sabiendas de la importancia y repercusiones del mismo, procedió a unificar su posición al respecto, pues esto, se traduce indiscutiblemente en seguridad jurídica en las relaciones de los asociados y el Estado, de esta forma se expresó:
“12.1 Para este efecto la Sala empieza por precisar que, por regla general, el enriquecimiento sin causa,  y en consecuencia la actio de in rem verso, que en nuestro derecho es un principio general, tal como lo dedujo la Corte Suprema de Justicia
 a partir del artículo 8º de la ley 153 de 1887, y ahora consagrado de manera expresa en el artículo 831
 del Código de Comercio, no pueden ser invocados para reclamar el pago de obras, entrega de bienes o servicios ejecutados sin la previa celebración de un contrato estatal que los justifique por la elemental pero suficiente razón consistente en que la actio de in rem verso requiere para su procedencia, entre otros requisitos, que con ella no se pretenda desconocer o contrariar una norma imperativa o cogente.

Pues bien, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 39  y  41 de la Ley 80 de 1993 los contratos estatales son solemnes puesto que su perfeccionamiento exige la solemnidad del escrito, excepción hecha de ciertos eventos de urgencia manifiesta en que el contrato se torna consensual ante la imposibilidad de cumplir con la exigencia de  la solemnidad del escrito (Ley 80 de 1993 artículo 41 inciso 4º). En los demás casos de urgencia manifiesta, que no queden comprendidos en ésta hipótesis, la solemnidad del escrito se sujeta a la regla general expuesta.  

No se olvide que las normas que exigen solemnidades constitutivas son de órdenes públicos e imperativos y por lo tanto inmodificables e inderogables por el querer de sus destinatarios.

En consecuencia, sus destinatarios, es decir todos los que pretendan intervenir en la celebración de un contrato estatal, tienen el deber de acatar la exigencia legal del escrito para perfeccionar un negocio jurídico de esa estirpe sin que sea admisible la ignorancia del precepto como excusa para su inobservancia.

Y si se invoca la buena fe para justificar la procedencia de la actio de in rem verso en los casos en que se han ejecutado obras o prestado servicios al márgen (sic) de una relación contractual, como lo hace la tesis intermedia, tal justificación se derrumba con sólo percatarse de que la buena fe que debe guiar y que debe campear en todo el iter contractual, es decir antes, durante y después del contrato, es la buena fe objetiva y no la subjetiva.

En efecto, la buena fe subjetiva es un estado de convencimiento o creencia de estar actuando conforme a derecho, que es propia de las situaciones posesorias, y que resulta impropia en materia de las distintas fases negociales pues en estas lo relevante no es la creencia o el convencimiento del sujeto sino su efectivo y real comportamiento ajustado al ordenamiento y a los postulados de la lealtad y la corrección, en lo que se conoce como buena fe objetiva.  

Y es que esta buena fe objetiva que debe imperar en el contrato tiene sus fundamentos en un régimen jurídico que no es estrictamente positivo, sino que se funda también en los principios y valores que se derivan del ordenamiento jurídico superior ya que persiguen preservar el interés general, los recursos públicos, el sistema democrático y participativo, la libertad de empresa y la iniciativa privada mediante la observancia de los principios de planeación, transparencia y selección objetiva, entre otros, de tal manera que todo se traduzca en seguridad jurídica para los asociados.

Así que entonces, la buena fe objetiva “que consiste fundamentalmente en respetar en su esencia lo pactado, en cumplir las obligaciones derivadas del acuerdo, en perseverar en la ejecución de lo convenido, en observar cabalmente el deber de informar a la otra parte
, y, en fin, en desplegar un comportamiento que convenga a la realización y ejecución del contrato sin olvidar que el interés del otro contratante también debe cumplirse y cuya satisfacción depende en buena medida de la lealtad y corrección de la conducta propia”, es la fundamental y relevante en materia negocial y “por lo tanto, en sede contractual no interesa la convicción o creencia de las partes de estar actuando conforme a derecho, esto es la buena fe subjetiva, sino, se repite, el comportamiento que propende por la pronta y plena ejecución del acuerdo contractual”,
 cuestión esta que desde luego también depende del cumplimiento de las solemnidades que la ley exige para la formación del negocio.

(…)

12.2. Con otras palabras, la Sala admite hipótesis en las que resultaría procedente la actio de in rem verso sin que medie contrato alguno pero, se insiste, estas posibilidades son de carácter excepcional y por consiguiente de interpretación y aplicación restrictiva, y de ninguna manera con la pretensión de encuadrar dentro de estos casos excepcionales, o al amparo de ellos, eventos que necesariamente quedan comprendidos dentro de la regla general que antes se mencionó. 

Esos casos en donde, de manera excepcional y por razones de interés público o general, resultaría procedente la actio de in rem verso a juicio de la Sala, serían entre otros los siguientes:

a) Cuando se acredite de manera fehaciente y evidente en el proceso, que fue exclusivamente la entidad pública, sin participación y sin culpa del particular afectado, la que en virtud de su supremacía, de su autoridad o de su imperium constriñó o impuso al respectivo particular la ejecución de prestaciones o el suministro de bienes o servicios en su beneficio, por fuera del marco de un contrato estatal o con prescindencia del mismo.

b) En los que es urgente y necesario adquirir bienes, solicitar servicios, suministros, ordenar obras con el fin de prestar un servicio para evitar una amenaza o una lesión inminente e irreversible al derecho a la salud, derecho este que es fundamental por conexidad con los derechos a la vida y a la integridad personal,  urgencia y necesidad que deben aparecer de manera objetiva y manifiesta como consecuencia de la imposibilidad absoluta de planificar y adelantar un proceso de selección de contratistas, así como de la celebración de los correspondientes contratos, circunstancias que deben estar plenamente acreditadas en el proceso contencioso administrativo, sin que el juzgador pierda de vista el derrotero general que se ha señalado en el numeral 12.1 de la presente providencia, es decir, verificando en todo caso que la decisión de la administración frente a estas circunstancias haya sido realmente urgente, útil, necesaria y la más razonablemente ajustada a las circunstancias que la llevaron a tomar tal determinación.

c) En los que debiéndose legalmente declarar una situación de urgencia manifiesta, la administración omite tal declaratoria y procede a solicitar la ejecución de obras, prestación de servicios y suministro de bienes, sin contrato escrito alguno, en los casos en que esta exigencia imperativa del legislador no esté excepcionada conforme a lo dispuesto en el artículo 41 inciso 4º de la Ley 80 de 1993.

12.3. El reconocimiento judicial del enriquecimiento sin causa y de la actio de in rem verso, en estos casos excepcionales deberá ir acompañada de la regla según la cual, el enriquecimiento sin causa es esencialmente compensatorio y por consiguiente el demandante, de prosperarle sus pretensiones, sólo tendrá derecho al monto del enriquecimiento. Ahora, de advertirse la comisión de algún ilícito, falta disciplinaria o fiscal, el juzgador, en la misma providencia que resuelva el asunto, deberá cumplir con la obligación de compulsar copias para las respectivas investigaciones penales, disciplinarias y/o fiscales.”

5.5.- Como puede verse dentro del material probatorio exhaustivamente examinado y citado, no existe en el plenario ni un solo medio probatorio que demuestre las situaciones fácticas requeridas para la prosperidad de las pretensiones. 

5.6.- A esta conclusión se llega frente a los elementos específicos que configuran el reconocimiento del enriquecimiento sin causa en sede contencioso administrativa, pues, es evidente que la situación planteada por la parte demandante no se encuadra dentro de ninguno de los tres supuestos recogidos en la sentencia se unificación, esto es: (i) que fue exclusivamente la entidad pública, sin participación y sin culpa del particular afectado, la que en virtud de su supremacía, de su autoridad o de su imperium constriñó o impuso al respectivo particular la ejecución de prestaciones o el suministro de bienes o servicios en su beneficio, por fuera del marco de un contrato estatal o con prescindencia del mismo; (ii) en los que es urgente y necesario adquirir bienes, solicitar servicios, suministros, ordenar obras con el fin de prestar un servicio para evitar una amenaza o una lesión inminente e irreversible al derecho a la salud y (iii) en los que debiéndose legalmente declarar una situación de urgencia manifiesta, la administración omite tal declaratoria y procede a solicitar la ejecución de obras, prestación de servicios y suministro de bienes, sin contrato escrito alguno, en los casos en que esta exigencia imperativa del legislador no esté excepcionada conforme a lo dispuesto en el artículo 41 inciso 4º de la Ley 80 de 1993.

5.7.- Ahora como el asunto que aquí se debate no se encuentra contemplado en ninguno de los casos excepcionales que esta providencia mencionó, ya que no hay medio probatorio que así lo demuestre, es evidente que el reconocimiento del enriquecimiento sin causa no resultaba procedente en este caso.

5.8.- En efecto, no aparece probanza alguna que enseñe que la administración constriñó o impuso al contratista la prestación de los servicios de defensa jurídica para que ahora con fundamento en esto pueda admitirse el enriquecimiento sin causa por quedar comprendida la situación dentro de ese caso excepcional. 

5.9.- Tampoco aparece rastro probatorio alguno que indique que se trata de aquellos otros dos casos de excepción en los que está envuelta la protección al derecho a la salud o  la urgencia manifiesta con las condiciones que esta providencia exige.

5.10.- Adicionalmente y en gracia de discusión, en este asunto el demandante ha apoyado sus pretensiones en el hecho de haber celebrado con la administración varios contratos y con fundamento en estos construye sus reclamaciones económicas. Pese a ello, este petitum así aducido y con tales fundamentos ya lo hacen impróspero puesto que en términos sencillos el demandante reclama derechos económicos derivados de contratos, es decir que sus peticiones tienen una causa justificante, situación que desdibuja por completo los fines perseguidos con la actio de in rem verso, la cual consiste en que las prestaciones ejecutadas por quien las solicita no tengan una causa o soporte contractual.
En mérito de lo expuesto la Subsección C de la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, administrando justicia en nombre la de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

REVOCAR la sentencia de 24 de noviembre de 2012, proferida por el Tribunal Administrativo de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, y en su lugar se dispone:

PRIMERO: NEGAR las pretensiones de la demanda por las razones expuestas en esta providencia.

SEGUNDO: DEVOLVER el expediente al Tribunal de origen.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIME ENRIQUE RODRÍGUEZ NAVAS

Magistrado

GUILLERMO SÁNCHEZ LUQUE

Magistrado

Aclaró voto

JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA

Presidente Sala de Subsección C

ACUMULACIÓN DE PRETENSIONES - Procedía frente a la declaratoria de enriquecimiento sin causa y pretensiones contractuales 

En este caso procedía la acumulación de las pretensiones de enriquecimiento sin causa y contractuales, pues si bien se excluyen entre sí, fueron planteadas como principales y subsidiarias, se tramitan ante el mismo juez y por el mismo procedimiento (art. 82 del CPC). En tal virtud, la Sala debió proceder a negar las pretensiones principales porque no se dan los presupuestos de la actio in rem verso y resolver las subsidiarias en el sentido de considerar que como no se aportó prueba del contrato, no era viable declarar su existencia.

PRINCIPIO DE ACCESO A LA JUSTICIA - Extralimitación por parte del juez administrativo 
Las consideraciones sobre el “principio constitucional de acceso a la justicia” y la convención interamericana, encaminadas a justificar la interpretación de la demanda para definir cuáles de las pretensiones resolvía, escapan a las razones estrictamente relacionadas con el caso [ratio decidendi], pues además de que procedía la acumulación, van más allá de los límites que debe tener todo juez al momento de desatar una controversia, esto es, resolver el problema jurídico, [obiter dictum.] 
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Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA (APELACIÓN SENTENCIA)

ACUMULACIÓN DE PRETENSIONES-Requisitos. ACTIO IN REM VERSO-Se puede acumular con la pretensión de existencia del contrato. OBITER DICTUM-Principio de acceso a la justicia y convencionalidad.

ACLARACIÓN DE VOTO

Aunque acompaño la decisión adoptada en sentencia de 25 de abril de 2018, que negó las pretensiones relativas al enriquecimiento sin causa, aclaro voto.

1. En este caso procedía la acumulación de las pretensiones de enriquecimiento sin causa y contractuales, pues si bien se excluyen entre sí, fueron planteadas como principales y subsidiarias, se tramitan ante el mismo juez y por el mismo procedimiento (art. 82 del CPC).

En tal virtud, la Sala debió proceder a negar las pretensiones principales porque no se dan los presupuestos de la actio in rem verso y resolver las subsidiarias en el sentido de considerar que como no se aportó prueba del contrato, no era viable declarar su existencia.

2. Las consideraciones sobre el “principio constitucional de acceso a la justicia” y la convención interamericana, encaminadas a justificar la interpretación de la demanda para definir cuáles de las pretensiones resolvía, escapan a las razones estrictamente relacionadas con el caso [ratio decidendi], pues además de que procedía la acumulación, van más allá de los límites que debe tener todo juez al momento de desatar una controversia, esto es, resolver el problema jurídico, [obiter dictum.]

GUILLERMO SÁNCHEZ LUQUE
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